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ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE EL AMPARO JUDICIAL 
EN LA CONSTITUCIÓN DE 1917

José Luis Soberanes Fernández*

Siguiendo el pensamiento de Héctor Fix-Zamudio,1 para poder entender de 
mejor manera nuestro juicio de amparo, lo tenemos que contemplar desde 
cuatro puntos de vista o sectores: el amparo de la libertad o hábeas corpus, 
el amparo contra leyes, el amparo administrativo y el amparo judicial o casa-
ción.2 Situación verdaderamente compleja, pues evidentemente los creadores 
de ésta, la máxima institución procesal de México, ni en 1841 (Yucatán) ni en 
1847 (Acta de Reformas) ni en 1857 (Constitución federal) se pudieron imagi-
nar siquiera hacia dónde evolucionaría la misma, ni la complejidad técnico-
procesal que alcanzaría. Por ello, para poder comprender a cabalidad esta 
institución, resulta importante el estudio del desarrollo histórico del amparo.

En esta oportunidad, en que conmemoramos el centenario de nuestra 
ley fundamental de 1917, queremos centrarnos en una de sus más impor-
tantes aportaciones: el amparo contra actos jurisdiccionales, o amparo judi-
cial, lo que en otras latitudes se conoce como “recurso de casación”.

En el Acta de Reformas de 1847 expresamente se dejaron fuera los ac-
tos de los diversos poderes judiciales —Federal y locales—, mientras que la 
Constitución federal de 1857, en su artículo 101, fracción I, disponía que el 
amparo procedía en contra de “actos de cualquier autoridad que violen las ga-
rantías individuales”, lo que dio lugar a muy complicadas interpretaciones, 
tanto legislativas como jurisprudenciales y doctrinales.

En efecto, de la simple le ctura del precepto constitucional se puede co-
legir que procede el amparo contra actos del Poder Judicial. Sin embargo, 

*		 Investigador en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
1		 Son muchos los lugares en donde podemos conocer su pensamiento al respecto, pero 

pensamos que lo más recomendable es: Estudio de la defensa de la Constitución en el ordenamiento 
mexicano, México, Porrúa-UNAM, 2005, p. 434. 

2		 Está también el “amparo agrario”, que ha caído en desuso a partir de 1992, cuando 
surge la justicia agraria en nuestro país.
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510 JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ

esto implicaría subordinar a los poderes judiciales de los estados al Poder 
Judicial de la Federación, y eso fue lo que causó mayor inquietud.

En la Ley Orgánica de Procedimientos de los Tribunales de la Federa-
ción, que exige el artículo 102 de la Constitución federal, para los juicios de 
que habla el artículo 101 de la misma, del 30 de noviembre de 1861, que fue 
la primera de su género, se aceptó la impugnación de actos jurisdiccionales 
a través de un complicado procedimiento de tres instancias adicionales a las 
que regulara la legislación ordinaria. Como en ese momento nuestro país 
entraba a una etapa sumamente convulsa de más de cinco años, fruto de la 
intervención francesa y el consecuente II Imperio, dicha ley tuvo una apli-
cación muy reducida; por ello, al año siguiente del triunfo de la República, 
o sea, 1868, se planteó una nueva legislación: la Ley Orgánica de los Artícu-
los 101 y 102 de la Constitución, finalmente promulgada en enero de 1869, 
en donde se intentó atemperar esa problemática sin éxito alguno, debido a 
que, después de una muy rica discusión parlamentaria, el artículo 8o., tal 
como se aprobó, finalmente dispuso: “No es admisible el recurso de amparo 
en negocios judiciales”. Disposición que ese mismo año la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación interpretó como inconstitucional, gracias al famoso 
Amparo Vega, del 20 de julio, lo que abrió de nuevo la puerta al amparo 
judicial, aunque ahora sin una reglamentación legal.

Sin embargo, el verdadero problema se suscitó, no cuando se le dio ca-
bida al amparo judicial, sino cuando se empezó a pedir amparo contra re-
soluciones jurisdiccionales civiles por violación al artículo 14 constitucional. 
Analicemos esta situación.  

Recordemos que el artículo 14 en la Constitución de 1857 era muy sen-
cillo, ya que aparentemente sólo prohibía la retroactividad (“No se podrá 
espedir ninguna ley retroactiva. Nadie podrá ser juzgado ni sentenciado, 
sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y esactamente aplicadas á él, 
por el tribunal que préviamente haya establecido la ley”).3 Sin embargo, el 
mandato de la aplicación exacta de la ley en las sentencias de los tribuna-
les civiles, contenido en dicho precepto constitucional, había provocado tal 
turbamulta en el desarrollo del juicio de amparo que ello marcó la historia y 
el destino de la más importante institución procesal de México.4 Como dijo 
Emilio Rabasa:5 “La palabra exactamente que, por su mala historia, debe ser 
desechada del artículo”.

3		 Cfr. nuestro libro Una aproximación al constitucionalismo liberal mexicano, México, Porrúa, 
2015, pp. 35 y 36.

4		 Cfr. el libro que escribimos con el profesor Faustino José Martínez Martínez, Apuntes 
para la historia del juicio de amparo, México, Porrúa, 2010, pp. 309-335.

5		 El artículo 14. Estudio constitucional, 2a. ed., México, Porrúa 1955, p. 126.
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511ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE EL AMPARO...

La Suprema Corte trató de frenar esa expansión, en primer lugar, con 
lo que hemos denominado “Tesis Vallarta”, contenida en la ejecutoria del 
4 de junio de 1879, que resolvió el amparo Larrache. Sin embargo, ante la 
presión de la doctrina, pero sobre todo de los abogados litigantes, la pro-
pia Suprema Corte terminó por aceptar los amparos civiles por violación 
al artículo 14 constitucional, a partir del 15 de noviembre de 1892. Por su 
parte, la legislación, a través del artículo 809 del Código de Procedimientos 
Federales de 1897, también hizo lo propio, pero no de forma lisa y llana, 
sino por medio de limitaciones:

La interpretación que los tribunales comunes hagan de un hecho dudoso ó 
de un punto opinable de derecho civil ó de legislación local de los Estados, no 
puede fundar por sí sola la concesión de un amparo por inexacta aplicación 
de la ley, sino cuando aparezca haberse cometido una inexactitud manifiesta 
é indudable, ya sea en la fijación del hecho ya en aplicación de la ley.

En este sentido fue muy importante la interpretación de la jurispruden-
cia para fijar tales límites. Al respecto, Silvestre Moreno Cora6 nos sintetiza 
en siete supuestos el criterio de la Suprema Corte al respecto:

a) Cuando se aplica una ley, dándole efecto retroactivo.
b) Cuando se juzgue conforme a una legislación diversa de la que se debía 

juzgar.
c) Cuando se falla un negocio sin audiencia del interesado.
d) Cuando habiéndosele oído no haya sido en la forma que señala la ley.
e) Cuando el juez de la causa careza de competencia.
f) Cuando el juez ha negado la recepción de una prueba que conforme a 

la ley debería haberse admitido.
g) Cuando se haya cometido una clara y manifiesta inexactitud en la apli-

cación de la ley o en la fijación de los hechos.

Finalmente, tenemos que mencionar la reforma constitucional del 12 de 
noviembre de 1908, que adicionó un segundo párrafo al artículo 102 de la 
ley fundamental de 1857: 

Cuando la controversia se suscite con motivo de violación de garantías indi-
viduales en asuntos judiciales del orden civil, solamente podrá ocurrirse á los 
Tribunales de la Federación, después de pronunciada la sentencia que ponga 

6		 Tratado del juicio de amparo conforme á las sentencias de los tribunales federales, México, La Eu-
ropea, 1902, pp. 433 y 434.
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512 JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ

fin al litigio y contra la cual no conceda la ley ningún recurso, cuyo efecto 
pueda ser la revocación.

 Junto con el Código Federal de Procedimientos Civiles del 26 de di-
ciembre de 1908, la última legislación reglamentaria de los artículos 101 y 
102 constitucionales anterior a la Revolución mexicana, que asumió todo 
ese desarrollo.

No obstante, extrañamente, Venustiano Carranza, en las medidas legis-
lativas que tomó anteriormente al Congreso Constituyente de Querétaro, 
con fundamento en las Adiciones al Plan de Guadalupe, del 12 de diciem-
bre de 1914, anuló la reforma constitucional del 12 de noviembre de 1908, 
por decreto del 28 de septiembre de 1915, al disponer:

Venustiano Carranza, Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, Encar-
gado del Poder Ejecutivo de la República Mexicana, y en uso de las facultades 
de que me hallo investido:

Considerando: Que la adición que por decreto de 27 de octubre de 
1908 se hizo al artículo 102 de la Constitución Federal, para que en el recurso 
de amparo en materia civil no pueda proponerse sino después de pronun-
ciada la sentencia que ponga fin al litigio y contra la cual no concede la Ley 
ningún recurso, cuyo efecto pueda hacer la revocación, tuvo expresamente 
por objeto según se dijo de una manera clara y terminante en la exposición de 
la iniciativa del Ejecutivo del 1o. de mayo del mismo año antes citado, poner 
coto al “abuso que de recurso de amparo” se había hecho en los negocios ju-
diciales del orden civil, produciendo los efectos de enervar y dilatar la acción 
de los Tribunales Civiles, menoscabar la responsabilidad de la justicia del 
orden común y desalentar a los encargados de ministrarla, y lo asentaron las 
Comisiones Dictaminadoras en la Cámara de Diputados en su Dictamen de 
22 de mayo del repetido año, en el que se dijo que la reforma constitucional 
indicada por el Ejecutivo, venía a poner coto a un mal que era creciente y 
trascendental, tomando un término medio entre la opinión que ve en el am-
paro el remedio para toda clase de deficiencias en la Administración de Justi-
cia, y aquella que por el contrario, considera que el amparo en juicios civiles 
es perturbador de la Administración de Justicia, invasor de la soberanía de 
los Estados y recurso peligroso que, fundándose en una garantía de imposible 
realización como es la aplicación exacta de la Ley en materia civil, trae en 
realidad más males que bienes; Que una experiencia de varios años, constan-
te en múltiples ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, vino 
a demostrar que las restricciones para la promoción del amparo en materia 
civil, era notoriamente inadecuadas y, por lo mismo, ineficaces para corregir 
los males que señalaban al Ejecutivo y las Comisiones Dictaminadores: por-
que aparte de que se dejó en pie la debatida cuestión, contradictoriamente 
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513ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE EL AMPARO...

resuelta por la misma Suprema Corte, respecto de la procedencia del amparo 
por inexacta aplicación de la Ley en materia civil, los mismos de la adición 
permitieron a la malicia de los litigantes y a la diversidad de criterios en la 
Corte, dar a las expresiones “sentencia que ponga fin al litigio y contra la cual 
no conceda la Ley ningún recurso, cuyo efecto pueda ser la revocación” una 
amplitud que dio como pavoroso resultado que se amparara contra autos, 
providencias y aún simples actos negativos y disposiciones de mero trámite 
dándose entrada al juicio de amparo aun que constara en los autos que no se 
habían interpuesto los recursos comunes para la revocación. Que además de 
esto, con la adición de que se trata, poniendo restricciones para la promoción 
del amparo en juicios civiles, se dejaron intencionalmente sin correctivo in-
mediato, las violaciones de otras garantías distintas de la tercera que otorga el 
artículo 14 constitucional, cuya reproducción se aplazaba inmediatamente, y 
en muchos casos de un modo irreparable hasta que se pronunciase la senten-
cia definitiva y se agotasen todos los recursos comunes; Que el aplazamiento 
del recurso de amparo en materia civil por violación de garantías diversas 
de a de exacta aplicación de la Ley, se convirtió en un poderoso medio de 
opresión, pues la autoridad judicial pudo impunemente cometer toda clase 
de atentados contra la propiedad, los derechos de las personas y de las familias; 
Que otro de los males que produjo la adición del artículo 102, fue el de que 
con frecuencia se siguieron juicios de rebeldía en los que el emplazamiento 
vicioso o deficiente, daba como resultado que se pronunciasen sentencias sin 
que los demandados pudieran defenderse, ejecutándose aquellas en sus bie-
nes de manera irremisible, supuesto que siempre se alegaba que el amparo no 
procedía por no haberse interpuesto en tiempo hábil los recursos comunes; 
Que para remediar los males antes expuestos, es necesario restituir el artículo 
102 constitucional a su primera forma, conservando íntegro el pensamiento 
del Legislador que quiso hacer del amparo un recurso constitucional y no un 
recurso extraordinario, a reserva de que una Ley especial, inspirada en un 
alto sentimiento de justicia y con amplio criterio científico, señale los límites 
del amparo en materia civil, y las condiciones que deben regular su interpo-
sición, de manera que a la voz que proteja todos los derechos, reprimiendo 
las arbitrariedades del Poder, ponga coto a las maliciosas promociones de los 
litigantes. Por todo lo expuesto he tenido a bien decretar lo siguiente:

 Artículo único.- Se deroga la adición que por decreto de 27 de octubre de 
1908, promulgado el 12 de noviembre del mismo año, se hizo al artículo 102 
de la Constitución Federal el que, en consecuencia, vuelve a quedar en los 
términos siguientes: Artículo 102.- Todos los juicios de que habla el artículo 
anterior se seguirán a petición de la parte agraviada, por medio de procedi-
mientos y reformas del orden jurídico que determinará una Ley. La sentencia 
será siempre tal que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a 
protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin 
hacer ninguna declaración general respecto de la Ley o acto que la motivare.
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514 JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cum-
plimiento

Lo extraño es que en el Proyecto que presentó a la magna asamblea de 
Querétaro, cambió de opinión y retomó lo prescrito en 1908. Recordemos 
lo que dijo Carranza en el discurso inaugural del Constituyente el 1o. de 
diciembre de 1916:7

El artículo 14 de la Constitución de 1857, que en concepto de los constituyen-
tes, según el texto de aquél y el tenor de las discusiones a que dio lugar, no se 
refirió más que a los juicios del orden, penal, después de muchas vacilaciones 
y de resoluciones encontradas de la Suprema Corte, vino definitivamente a 
extenderse a los juicios civiles, lo que dio por resultado, según antes expresé, 
que la autoridad judicial de la federación se convirtiese en revisora de todos 
los actos de las autoridades judiciales de los Estados; que el poder central, por 
la sugestión en que tuvo siempre a la Corte, pudiese injerirse en la acción de 
los tribunales comunes, ya con motivo de un interés político, ya para favore-
cer los intereses de algún amigo o protegido, y que debido al abuso del ampa-
ro, se recargasen las labores de la autoridad judicial federal y se entorpeciese 
la marcha de los juicios del orden común.

Sin embargo de esto, hay que reconocer que en el fondo de la tendencia 
a dar al artículo 14 una extensión indebida, estaba la necesidad ingente de 
reducir a la autoridad judicial de los Estados a sus justos límites, pues bien 
pronto se palpó que convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los go-
bernadores, que descaradamente se inmiscuían en asuntos que estaban por 
completo fuera del alcance de sus atribuciones, se hacía preciso tener un re-
curso, acudiendo a la autoridad judicial federal para reprimir tantos excesos.

Así se desprende de la reforma que se le hizo, en 12 de diciembre de 1908, 
al artículo 102 de la Constitución de 1857, reforma que, por lo demás, estuvo 
muy lejos de alcanzar el objeto que se proponía, toda vez que no hizo otra 
cosa que complicar más el mecanismo del juicio de amparo, ya de por sí 
intrincado y lento, y que la Suprema Corte procuró abrir tantas brechas a la 
expresada reforma, que en poco tiempo la dejó enteramente inútil.

El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo en los juicios ci-
viles, para librarse de las arbitrariedades de los jueces, que el Gobierno de mi 
cargo ha creído que sería no sólo injusto, sino impolítico, privarlo ahora de tal 
recurso, estimando que bastará limitarlo únicamente a los casos de verdadera 
y positiva necesidad, dándole un procedimiento fácil y expedito para que sea 
efectivo, como se servirá ver la Cámara en las bases que se proponen para su 
reglamentación.

7		 Palavicini, Félix F., Historia de la Constitución de 1917, ed. facsimilar tomada de la del 
Gobierno del Estado de Tabasco (1980), México, INEHRM-UNAM, 2014, t. I, p. 149.
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Ello significaba que se consideraba a la singular redacción del artículo 
14 (que según Rabasa lo único que pretendía era consagrar el principio del 
debido proceso, y aumentó de manera inusitada los amparos en materia ci-
vil, y, por ende, trastornó la naturaleza constitucional del juicio de amparo). 
Por ello, los constituyentes de 1916-1917 tomaron la iniciativa, empezando 
por los redactores del Proyecto de Carranza, quienes propusieron este tenor 
al mencionado precepto: 

A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.
Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad, o de sus propieda-

des, posesiones, o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente aplicable al delito que se trate.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a 
la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, se fundará en 
los principios generales del derecho.

Evidentemente, la redacción de 1917 superaba en mucho al texto de 
1857. Como dijimos antes, durante casi cincuenta años (de 1869, con la se-
gunda Ley Reglamentaria, hasta 1917) el amparo mexicano se transformó 
radicalmente a través de una rica evolución legislativa, doctrinal y jurispru-
dencial.

Así, pues, en la décimo novena sesión del Congreso Constituyente de 
Querétaro, llevada a cabo el 21 de diciembre de 1916, se aprobó, entre 
otros, la propuesta de artículo 14 sin discusión y por unanimidad. Como 
se habrá podido caer en cuenta fácilmente, en este artículo se establecen 
los principios de irretroactividad de la ley en perjuicio de persona alguna, 
el de debido proceso y el de tipicidad o legalidad jurisdiccional. Todos ellos 
fundamentales para entender cualquier régimen liberal y democrático de 
derecho.

Es decir, el viejo concepto de legalidad jurisdiccional se transformaba 
en “formalidades esenciales del procedimiento”, que en términos moder-
nos, por influencia angloamericana, se conoce como el principio del “debi-
do proceso legal”, siguiendo el pensamiento de Rabasa. La “exactitud” en 
la aplicación de la ley se dejó para la materia penal, ya que la materia civil 
tenía que ser “conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley” o 
a los principios generales del derecho, como reza el artículo 14 constitucio-
nal y la fracción IV del 107, precepto que nos corresponde ahora analizar 
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516 JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ

brevemente. Dicho en otras palabras, al suprimir el adverbio adjetival “exac-
tamente”, se pensó que con ello se superarían los abusos que ocasionaban 
que todos los juicios civiles llegaran en última instancia a la Suprema Corte, 
limitándose exclusivamente a los extremos señalados en la fracción IV del 
artículo 107 constitucional. 

A continuación copiamos el texto correspondiente del Proyecto de Ve-
nustiano Carranza. Y dado que el artículo finalmente aprobado era prác-
ticamente el mismo, ponemos en cursivas lo poco que se añadió, y entre 
paréntesis lo que se suprimió:

Artículo 107.- Todas las controversias de que habla el artículo 103 (anterior), 
se seguirán a instancia de la parte agraviada, por medio de procedimientos y 
formas del orden jurídico que determinará una ley, (la) que se ajustará a las 
bases siguientes:

I. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particula-
res, limitándose ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse 
la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la 
motivare;

II. En los juicios civiles o penales, salvo los casos de la regla IX, el amparo 
sólo procederá contra las sentencias definitivas, respecto de las que no pro-
ceda ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modificadas 
o reformadas, siempre que la violación de la ley se cometa en ellas, o que, 
cometida durante la secuela del procedimiento, se haya reclamado oportu-
namente y protestado contra ella por negarse su separación, y que cuando se 
haya cometido en Primera Instancia, se haya alegado en la Segunda, por vía 
de agravio.

La Suprema Corte, no obstante esta regla, podrá suplir la deficiencia de 
la queja en un juicio penal, cuando encuentre que ha habido en contra del 
quejoso una violación manifiesta de la ley, que le ha dejado sin defensa, o que 
se le ha juzgado por una ley que no es la exactamente aplicable al caso, y que 
sólo por torpeza no se ha combatido debidamente la violación;

III. En los juicios civiles o penales, sólo procederá el amparo contra la 
violación de las leyes del procedimiento, cuando se afecten las partes substan-
ciales de él y de manera que su infracción deje sin defensa al quejoso;

IV. Cuando el amparo se pida contra la sentencia definitiva, en un juicio 
civil, sólo procederá, además del caso de la regla anterior, cuando Ilenándose 
los requisitos de la regla segunda, dicha sentencia sea contraria a la letra de la 
ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica, cuando comprenda perso-
nas, acciones, excepciones o cosas que no han sido objeto del juicio, o cuando 
no las comprenda todas por omisión o negativa expresa;

Cuando se pida el amparo contra resoluciones no definitivas, según lo 
dispuesto en la fracción anterior, se observarán estas reglas en lo que fuere 
conducente.
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V. En los juicios penales, la ejecución de la sentencia definitiva contra la 
que se pida amparo, se suspenderá por la autoridad responsable, a cuyo efec-
to el quejoso le comunicará, dentro del término que fije la ley y bajo la protes-
ta de decir verdad, la interposición del recurso, acompañando dos copias, una 
para el expediente y la otra que se entregará a la parte contraria; 

VI. En (los) juicios civiles, la ejecución de la sentencia definitiva sólo se 
suspenderá si el quejoso da fianza de pagar los daños y perjuicios que la sus-
pensión ocasionare, a menos que la otra parte (diera) diese contrafianza para 
asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban, si se (concediere) 
concediese el amparo, y pagar los daños y perjuicios consiguientes. En este caso, 
se anunciará la interposición del recurso, como indica la regla anterior;

VII. Cuando se quiera pedir amparo contra una sentencia definitiva, se 
solicitará de la autoridad responsable copia certificada de las constancias que 
el quejoso señalare, la que se adicionará con las que indicare la otra parte, 
dando en ella la misma autoridad responsable, de una manera breve y clara, 
las razones que justifiquen el acto que se va a reclamar, de las que se dejará 
nota en los autos;

VIII. Cuando el amparo se pida contra una sentencia definitiva, se inter-
pondrá directamente ante la Suprema Corte, presentándole el escrito con la 
copia de que se habla en la regla anterior o remitiéndolo por conducto de 
la autoridad responsable o del juez de Distrito del Estado a que pertenezca. 
La Corte dictará sentencia sin más trámite ni diligencia que el escrito en que 
se interponga el recurso, el que produzca la otra parte y el procurador general 
o el agente que al efecto designare, y sin comprender otra cuestión legal que 
la que la queja contenga;

IX. Cuando se trate de actos de autoridad distinta de la judicial, o de ac-
tos de ésta ejecutada fuera de juicio o después de concluido, o de actos en el 
juicio cuya ejecución sea de imposible reparación o que afecten a personas 
extrañas al juicio, el amparo se pedirá ante el juez de Distrito bajo cuya juris-
dicción esté el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, 
limitándose la tramitación al informe de la autoridad, a una audiencia para la 
cual se citará en el mismo auto en que se mande pedir el informe y que se ve-
rificará a la mayor brevedad posible, recibiéndose en ella las pruebas que las 
partes interesadas ofrecieren y oyéndose los alegatos, que no podrán exceder 
de una hora para cada uno, y a la sentencia que se pronunciará en la misma 
audiencia. La sentencia causará ejecutoria, si los interesados no ocurrieren 
a la Suprema Corte dentro del término que fija la ley, y de la manera que 
expresa la regla VIII.

La violación de las garantías de los artículos 16, 19 y 20, se reclamará ante 
el superior del tribunal que la cometa o ante el juez de Distrito que correspon-
da, pudiéndose recurrir, en uno y otros casos a la Corte contra la resolución 
que se dicte.
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Si el juez de Distrito no residiere en el mismo lugar en que reside la auto-
ridad responsable, la ley determinará el juez ante el que se ha de presentar el 
escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclama-
do en los casos y términos que la misma ley establezca;

X. La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspon-
diente, cuando no suspenda el acto reclamado, debiendo hacerlo, y cuando 
admita fianza que resultare ilusoria o insuficiente, siendo en estos dos últimos 
casos solidaria la responsabilidad penal y civil de la autoridad, con el que 
ofreciere la fianza y el que la prestare;

XI. Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere 
en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la au-
toridad federal, será inmediatamente separada de su cargo y consignada ante 
el juez de Distrito que corresponda, para que la juzgue;

XII. Los alcaldes y carceleros que no reciban copia autorizada del auto de 
formal prisión de un detenido, dentro de las setenta y dos horas que señala el 
artículo 19, contadas desde que aquel esté a disposición de su juez, deberán 
llamar la atención de éste sobre dicho particular, en el acto mismo de concluir 
el término, y si no reciben la constancia mencionada, dentro de las tres horas 
siguientes lo pondrán en libertad.

Los infractores del artículo citado y de esta disposición, serán consignados 
inmediatamente a la autoridad competente.

También será consignada la autoridad o agente de ella, el que, verificada 
una aprehensión, no pusiere al detenido a la disposición de su juez, dentro de 
las veinticuatro horas siguientes.

Si la detención se verificare fuera del lugar en que resida el juez, al término 
mencionado se agregará el suficiente para recorrer la distancia que hubiere 
entre dicho lugar y el en que se verificó la detención.

Como señalamos antes, el 20 de enero se presentó el dictamen de este 
artículo, donde prácticamente (aparte de limitar la procedencia del amparo 
judicial en materia civil) destaca la creación de un nuevo procedimiento en 
el amparo: el llamado amparo “directo” o uniinstancial, que junto con el 
otro, que lógicamente se le denominó “indirecto” o biinstancial, constituyen 
las dos formas de tramitar este juicio constitucional.

 En esa misma oportunidad también se dio lectura a un voto particu-
lar de los diputados Heriberto Jara e Hilario Medina sobre el propio pre-
cepto, donde se planteaba la supresión del amparo contra las resoluciones 
judiciales. Ambos diputados alegaron la defensa del federalismo judicial y 
retomaron la tesis que se defendió en 1868, y que después fue abandonada 
radicalmente. Ellos propusieron, de una forma un tanto extraña, que se de-
jara solamente la fracción primera del original artículo 102, según el texto 
de 1857. Jara y Medina señalaban:
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I. En las reglas del artículo 107 del proyecto se establece el amparo contra 
sentencias definitivas pronunciadas en juicios civiles y juicios penales Esto nu-
lifica completamente la administración de justicia de los tribunales comunes 
de los Estados porque la sentencia pronunciada por éstos será atacada ante 
la Corte mediante el amparo: y sea que este alto tribunal confirme o revoque 
aquel fallo, tendrá el derecho de revisión sobre la justicia local, produciendo 
el prestigio de ésta;

II. Los Estados por sus tribunales, deben sentenciar definitivamente los 
litigios y las causas criminales de los habitantes sometidos a su soberanía y no 
dejar nunca su justicia en manos ajenas, porque resulta curioso que un Estado 
que se llama soberano, no pueda impartir justicia;

III. La Constitución de 1824 tenía un principio que parece estar de sobra 
en una república federal, pero que hoy sirve para demostrar lo que debe ser la 
justicia en un Estado. Este artículo dice así: “Artículo 160. El poder Judicial de 
cada Estado ejercerá por los tribunales que establezca o designe la Constitu-
ción; y todas las causas civiles o criminales que pertenezcan al conocimiento 
de estos tribunales serán fenecidas en ellas hasta su última instancia y ejecu-
ción de la última sentencia.

IV. No es un vano temor el de con el sistema del artículo 107 del proyecto 
se nulifique la justicia local; es un hecho de experiencia que ningún litigante se 
conforme con la última sentencia del tribunal de un Estado y que acude siem-
pre en la Corte. De ahí ha venido la poca confianza que se tiene a la justicia 
local, el poco respeto que litigantes de mala fe tienen en ella y la falta bien 
sentida de tribunales regionales prestigiados. Y en efecto; en el más alto tri-
bunal de un Estado nunca hay sentencias como definitivas, y así los juicios, 
en realidad, tienen cuatro instancias: la primera, la segunda, la suplica y el 
amparo.

Estas consideraciones y el afán de establecer de una manera sólida la in-
franqueable justicia local, han obligado a los suscriptores miembros de la 
Comisión, y a formular el presente voto, proponiendo a la aprobación de esta 
honorable Asamblea el artículo 107 en los términos siguientes:

“Artículo 107. Todos los juicios de que se habla el artículo anterior se se-
guirán a petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y for-
mas del orden jurídico que determinaran una ley. La sentencia será siempre 
tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a protegerlos y 
ampararlos en el caso especial sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna 
declaración general respecto a la ley o acto que la motivare”.

Lo cual fue explicado por don Hilario Medina en estos términos:

-El C. Medina: Señores diputados: Para explicar debidamente la diferencia 
que hay entre el dictamen de la Comisión y el voto particular, se necesita 
entrar en materia. La diferencia es ésta: el dictamen de la Comisión, que 
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está conforme con el proyecto del Primer Jefe, concede el amparo contra las 
sentencias definitivas que pronuncien los tribunales, esto es, que se conserve 
la pésima tradición que nulifica la justicia local. Voy a ser un poco familiar en 
esta cuestión, que por naturaleza es técnica. En un estado se promueve un jui-
cio ante un juez de Primera Instancia; el litigante que pierde no está de acuer-
do con la primera sentencia y apela; el Tribunal Superior del Estado conoce 
de esta apelación y vuelve a fallar el asunto. En algún recurso que se llama de 
súplica, y que consiste en volver a revisar una sentencia; en algunos otros hay 
la casación, que consiste también en volver a revisar la sentencia. El objeto de 
toda esa serie de revisiones es para que allí concluyan todos esos asuntos, es 
con el objeto de que la justicia local sea la que pronuncie la última palabra en 
todos los asuntos; pero hay esto: se dice en el proyecto que también la Supre-
ma Corte puede conocer de la apelación de un asunto que puede volver a ser 
revisada la sentencia que se ha dictado en este asunto. Esto, señores, tiene un 
largo antecedente, y precisamente por pésimo he querido que se corrija y mi 
opinión no es aislada. Se ha visto en la práctica constitucional que es detesta-
ble. Aun los que no son abogados conocen perfectamente que los tribunales 
locales no han tenido nunca el prestigio que les corresponde, porque también 
hay Estados donde hay personalidades conspicuas y bastante conocedoras del 
Derecho y de buena fe para fallar todos los asuntos que se tramitan en toda 
la República viene sencillamente a alterar la administración de justicia, y la 
Corte establece su jurisprudencia en materia penal, siendo que la Corte debe 
conocer exclusivamente, por naturaleza, de cuestiones netamente constitu-
cionales. La justicia común en los Estados, de esta manera, nunca ha existido, 
ni nunca existirá si van a seguir las cosas como estaban en materia de litigios; 
y para la cuestión de los abogados será muy bonito y muy conveniente que 
todos los asuntos de la República se monopolizaran en la ciudad de México, 
en donde está la Suprema Corte de Justicia, y allí los abogados se hicieran 
los célebres de antaño, los de grande prestigio, con merma y perjuicio de los 
abogados de los Estados; o se repetiría el caso, señores diputados, de que vol-
vieran los abogados influyentes, de donde a venido la leyenda de que solo en 
México hay buenos abogados. Eso no es cierto; yo protesto. Se volvería a dar 
el caso de que toda clase de asuntos, penales y civiles, aun los más sencillos 
y aun cualquiera clase de asuntos fueran a dar a la Suprema Corte para que 
ella pronunciara la última palabra; de esta manera habría una considerable 
concentración de negocios en la ciudad de México; y además esta concentra-
ción de negocios tendría el inconveniente de darle a la Corte un papel que no 
debe corresponderle, La Constitución de México de 1824 tenía un artículo 
que es muy exacto, pues decía que todos los juicios civiles y criminales que 
se tramitan en un Estado deberían fallarse allí mismo en primera instancia, 
y allá debería dictarse la sentencia. Esta es la justicia local bien atendida. 
Quiero que se considera cuál es la soberanía del Estado cuando un Estado 
no tiene la última palabra en esta cuestión y que se somete a sus tribunales, 
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efectivamente la soberanía del Estado en este caso queda mutilada. Un tribu-
nal de un Estado sabe que su sentencia no es la última palabra, sino tiene que 
ir a la Corte, y por eso entre los abogados es corriente esta expresión: “aquí 
nos ha fallado en contra; eso no importa; allá nos veremos en México, en la 
corte”. Este es un desprestigio de los tribunales de los Estados; quiero que se 
corrija, es lo que quiero en el voto particular. La diferencia consiste en esto: 
el proyecto centraliza la administración de justicia, da a la Corte la última 
palabra; nosotros pretendemos que haya justicia y se imparta en cada Estado, 
que cada uno tenga su jurisprudencia y sus tribunales. La corte sólo falla en 
cuestiones constitucionales. Pero se me dirá que qué se hace con las violacio-
nes que se cometen en los juicios civiles y penales. Las violaciones constitu-
cionales que haya en un juicio civil o penal se corrigen por el amparo que va 
contra un acto aislado que se ha cometido, violando una garantía individual: 
y en los juicios civiles y penales no hay violación de garantías individuales. 
Voy a explicar a ustedes: en un juicio civil se debaten cuestiones netamente 
civiles: uno reclama a otro el pago de cierta cantidad que le adeuda el juez 
condena a pagar: eso es justo. Pero viene el litigante de mala fe buscando un 
pretexto, dice que la ley no fue exactamente aplicada, y ya tiene un motivo 
para invocar una apelación, para pedir amparo; entonces la Corte revisa la 
sentencia. En materia civil habrá amparo, decía el licenciado Vallarta, la per-
sonalidad más alta en Derecho Constitucional; si el juez decretara una prisión 
por deudas, esa es una violación de garantías constitucionales; pero como 
viene el amparo recaería sobre aquel acto aislado y no tendría la Corte que 
revisar la sentencia definitiva. En materia penal hay otras muchas garantías: 
que no se dé tormento al acusado; ese acto aislado es motivo de amparo, y 
la Corte o un juez de Distrito tienen obligación de amparar a aquel reo que 
ha sufrido tormento para declarar en su contra; no es pretexto para que la 
Corte revise la sentencia pronunciada en un juicio penal y examine todas las 
pruebas pronunciando nueva sentencia. En el proyecto se dice qué la Corte 
va a conocer en forma de juicio de los juicios fallados por los tribunales, sino 
que va a ver si hubo violación; esto es sencillamente engañar, esta es la pala-
bra. Me pongo en el caso de un litigante vencido; sabe que de todos modos 
la Corte Suprema de Justicia revisará los actos del tribunal que falló en su 
contra; le basta invocar como pretexto cualquier violación de una garantía 
para que tenga competencia la Corte, se apodere de aquel litigio y revise la 
sentencia. Defiendo yo esto, y no sólo yo, sino también el señor diputado Jara 
quien se ha compenetrado perfectamente de estos hechos: defendemos la jus-
ticia local, el prestigio de los tribunales locales: queremos que haya perfecta 
división entre las materias civiles y penales y las materias constitucionales de 
que debe conocer la Corte; queremos que todos los asuntos judiciales no se 
concentren en la ciudad de México en manos de cuatro o cinco abogados 
a quienes se considere como las notabilidades del foro mexicano y se les in-
voque como los únicos abogados en la República, cuando en provincia hay 
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abogados bastante competentes; queremos que estos mismos abogados de la 
ciudad de México que han concentrado todos los negocios dejen de estar en 
posibilidad de corromper la administración de justicia, haciendo subjestacio-
nes [sic] a los magistrados de la Corte para que fallen en tal o cual sentido. 
Si continúa el debate, me veré en el caso de ampliar mis razonamientos. Mis 
ideas fundamentales son estas: respetemos la soberanía local, la justicia local, 
el prestigio de los tribunales locales, y que ellos den su última palabra, dicten 
la sentencia y no haya poder humano que venga a revocarlas, tanto en mate-
ria civiles como en penales, ya que constitucionales la Corte sí debe conocer 
de esos asuntos. Vosotros resolveréis

(Aplausos.)

En la 55a. sesión, del 22 de enero por la tarde, se comenzaron a discutir 
tanto el mencionado dictamen como el voto particular. Con buen sentido, se 
puso a discusión primero este último, pues si se aceptaba ya no tendría 
sentido pasar al primero. Concluido el debate del voto particular de Jara y 
Medina, se pasó a la discusión propiamente del dictamen de la comisión, 
referente al artículo 107, misma que se contrajo a una larga perorata de José 
Natividad Macías, quien obviamente apoyaba el dictamen.

En efecto, después de la larga discusión que repetía aquellas memora-
bles jornadas legislativas de finales de 1868 y principios de 1869, en que se 
cuestionaba si el amparo judicial violaba el federalismo, el punto final lo 
puso don José Natividad, a quien sin rubor calificamos como el más desta-
cado jurista diputado constituyente, cuando dijo:

Voy, señores diputados, a ser muy breve, pero muy claro, porque ya no soy 
abogado, como lo dije el otro día, y ya no voy a hacer uso de la lógica jurídica, 
sino simple y sencillamente del sentido común, que es en muchos casos el más 
raro de los sentidos. Voy, señores diputados, a seguir un procedimiento breve, 
claro y conciso, estando seguro que podréis apreciar en toda su exactitud y 
comprenderéis, sin que quede la menor duda, la fuerza de las consideracio-
nes que vengo a someter ante vuestra soberanía para que resolváis la difícil 
cuestión que se está debatiendo en estos momentos y que la generalidad de 
vosotros no ha percibido con claridad debido a que los jurisconsultos que 
me han precedido en esta tribuna, tratando esta cuestión; no se han dignado 
descender de las alturas de la ciencia para venir aponerse al nivel del simple 
sentido común, único a que debe apelarse en estos momentos, ya que no se 
trata de una academia de sabios, sino de una reunión de políticos que viene 
a resolver de los intereses más sagrados de la patria. Vamos a ver los argu-
mentos que se han esgrimido contra el amparo en negocios civiles y penales, 
porque toda la controversia se ha limitado únicamente a estos dos puntos: 
es el primero de estos argumentos la soberanía de los Estados si se concede 
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amparo en negocios civiles y penales, la soberanía de los Estado sufre, la sobe-
ranía de los Estados se menoscaba, la Suprema Corte de Justicia, que es una 
Corte federal, vendría a inmiscuirse en la resolución de los asuntos que deben 
quedar sujetos única y exclusivamente a la jurisdicción de los Estados. Este 
es el primer argumento, expuesto en términos sencillos, es decir, en toda su 
desnudez. El segundo argumento es este; este sistema de amparo en negocios 
civiles y penales, establecido por el Primer Jefatura, no tendrá que hacer otra 
cosa que conservar la gran tajada a los abogados establecidos en México. 
Esto dijo en iguales o semejantes palabras el ciudadano diputado Medina: 
“El amparo, tal como lo establece la Primera Jefatura, va a conservar a los 
abogados de la capital el gran filón que los hará ricos, que conservará su in-
fluencia y que obligará enteramente a los pobres y a los necesitados de todos 
los ámbitos de la República a recurrir a ellos!. ha dicho el diputado Jara: “Si 
conserváis ese juicio de amparo, los pobres desgraciados que aquí no en-
cuentran justicia, porque son víctimas de las explotaciones de los poderosos, 
tendrán que emprender un viaje hasta la capital de la República, y después 
de haber dejado allí hasta el último centavo en manos de los abogados, cuya 
rapacidad no se saciará jamás, volverán desnudos, pobres y desconsolados, 
sin haber alcanzado el objeto que los llevo allá, teniendo que dormir la última 
noche en la plaza de la capital y volviendo a regresar al día siguiente pidiendo 
limosna para llegar a sus humildes chozas”. Pues bien, señores diputados; no 
hay el ataque a la soberanía de los Estados ni hay esa explotación a los pobres 
por parte de los abogados de la capital; no hay necesidad de que los pobres 
tengan que ir allá, sino que pueden ocurrir a los tribunales de los Estados. Se 
quiere sorprender a la Asamblea diciendo que se ataca la soberanía de los Es-
tados. No, señores, tenemos una Federación, y para que la Federación pueda 
subsistir es necesario que le concedamos algo de su soberanía, porque, si no, 
entonces acabamos con la Federación. Si vamos a establecer una soberanía 
es necesario conservar las bases indispensables sobre las cuales se constituya 
esa soberanía, y para conservar esas bases es indispensable, es forzoso que 
se conserve el juicio de amparo. Vais a verlo paso a paso. El señor diputado 
Medina, con su buen talento, reconoce que el recurso de amparo es indis-
pensable para hacer efectivas las garantías individuales consignadas en esta 
Constitución. el artículo 1o., ya aprobado por vuestra soberanía, dice clara y 
terminantemente: “En la República Mexicana todo individuo gozará de las 
garantías que otorga esta Constitución”. De manera que toda garantía que 
está consignada en esta sección primera debe ser respetada, no sólo por los 
Estados, sino por la República Mexicana, que es el conjunto de los diversos 
Estados que forman la Federación Mexicana. Todo derecho, para poder ha-
cerse efectivo, necesita tener un medio a su disposición, porque de otra mane-
ra resulta el absurdo de que se concede una facultad y se prohíbe la manera 
de hacerla efectiva. Dice un axioma de sentido común que el que quiere el 
fin quiere los medios; el pueblo mexicano quiere que todo hombre que resida 
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en la República Mexicana tenga estas garantías, y para hacer efectivas estas 
garantías, con toda sabiduría la Constitución lo dice es este artículo que se 
discutió hoy por la tarde y que no mereció ninguna observación de parte de 
esta distinguida Asamblea. 

“Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite:

 I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;
II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 

soberanía de los Estados;
III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de 

la autoridad federal.”
Tenemos estas dos verdades: que la Constitución, en la sección primera, 

aprobada ya por vuestra soberanía, el pueblo mexicano concede a todos los 
habitantes de la República las garantías que enumera la sección primera; y 
tenemos en el artículo 103 que, para hacer efectivas esas garantías, esta Cons-
titución otorga a los tribunales de la Federación la facultad de conocer de 
todas las leyes o actos de las autoridades que vulneren esas disposiciones. Des-
pués de estas dos verdades que nadie absolutamente podría poner en duda, 
vamos a ver si es posible el amparo en negocios judiciales, quitando todo 
el tecnicismo jurídico; repito; no quiero hablar como abogado, sino quiero 
prescindir de todo el tecnicismo para poner las cosas con toda claridad para 
que sean percibidas por todos. Una de estas garantías, y estoy seguro que no 
la habéis olvidado, es, por ejemplo, que nadie puede ser condenado a muerte, 
o que no puede haber la pena capital mas que por los delitos de traición a la 
patria y en los casos de homicidio con premeditación, alevosía y ventaja, en 
los delitos graves del orden Militar y en los casos de parricidio. He aquí enu-
merados los casos en que la Constitución permite la aplicación de la pena de 
muerte para el delito de violación, porque consideraba que este delito, tanto 
por las circunstancias del momento como porque a medida que los pueblos 
van ascendiendo en la escala de la civilización toma mayor incremento en los 
hombres el sentimiento de la dignidad, estos ataques a la moral y al honor 
de las familias se consideran más graves que el ataque a la misma persona; 
y se consultó a vuestra soberanía la conveniencia de que también se pudiera 
aplicar la pena de muerte para el delito de violación. Vuestra soberanía dijo: 
no; solamente en los primeros casos se podrá aplicar la pena de muerte.

Pues bien: vamos suponiendo que una Legislatura establece penar el delito 
de violación y acuerda que debe castigarse con la pena capital; se consigna 
el asunto al juez y éste dirá: con fundamento en el artículo tantos de la ley 
del Estado se impone el reo la pena de muerte por el delito de violación. En 
esta circunstancia, ¿Procede el amparo contra la sentencia? indudablemente, 
señores; es un juicio del orden penal, y ya veis cómo procede el amparo con-
tra la sentencia. Ya veis cómo no se viola la soberanía de los Estados ni hay 
necesidad de ir a México a ver al licenciado Macías, quién quizás se quiso 
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referir al compañero Medina. No, señores; de manera que si a todos o a uno 
por uno de ustedes pregunta este hombre que ha sido condenado a la pena 
capital por el delito de violación; ¿Procede el amparo contra esta sentencia? 
Sí, señor, a la carrera, ¿Cómo no va a proceder? Vamos a otro caso: están 
prohibidos en otro artículo las penas trascendentales, las penas de mutilación 
y de infamia. Pues bien; un juez conoce de un proceso y, por ejemplo, seño-
res, le han consignado a ese juez a un marido que ha estado traficando con el 
honor de su mujer; es un caso que lo cito precisamente para poder aplicar la 
regla. Este juez, después de apretarse mucho la cabeza para resolver el caso 
y de buscar en un Código Penal la ley que aplique, se encuentra con que le 
Código no castiga a los maridos que tienen tal mal gusto; pero el juez, que es 
un hombre de alta moralidad y de una escrupulosidad extraordinaria, hace 
este cálculo; esta es una acción indigna; un hombre de esta especie no debe 
quedar sin castigo por hecho tan infamante; hay que castigarlo. Y se pone a 
buscar en los libros, y se encuentra con que las leyes antiguas hay una ley de 
la novísima recopilación, que dice que al marido que venda las caricias de su 
mujer debe castigársele por... no diré la palabra porque hay señoritas; debe 
castigársele por esa acción tan fea y debe condenársele a que se le pasee tres 
domingos en la plaza pública, cuando todas las gentes salen de la iglesia de 
oír misa, caballero en un burro, con la cabeza volteada para la cola y con la 
cornamenta en la cabeza. Pues bien, señores; yo os pregunto: ¿Ese ser degra-
dado que merece el desprecio de todos estaría bien condenado? No, porque 
las penas de infamia están abolidas por vuestra soberanía. ¿Qué haría aquel 
desgraciado contra esa sentencia? Pues uno cualquiera de vosotros le diríais 
a la carrera: ¡Pedir amparo! porque nosotros queremos proteger la libertad y 
que no se castigue a los mexicanos con penas infamantes y trascendentales; 
hemos prohibido que se impongan esas penas. Ya veis cómo hay otro caso en 
que se concede el amparo contra una sentencia, y no habrá ninguno de vo-
sotros que diga: “no hay amparo contra eso, porque sufre la soberanía de mi 
Estado”. no señores; porque la soberanía del Estado sufre solamente cuando 
la Suprema Corte de Justicia va a inmiscuirse en esa soberanía. De manera 
que si la Suprema Corte de Justicia va a conceder amparo por la violación de 
una garantía, entonces no sufre la soberanía de un Estado. Otro caso: quiero 
ponerles tres o cuatro casos en materia criminal para pasar después a la mate-
ria civil, y van a concederme plena razón de que el amparo procede en estos 
casos por sí solo, contra la sentencia definitiva. Tenemos otra garantía; dice el 
artículo 14: “No podrán expedirse leyes retroactivas”. Este precepto dice que 
la ley deber ver al futuro y que la ley no puede ver el pasado. Pues bien; la ley 
viene hoy e impone la pena de muerte por un delito que ayer no estaba casti-
gado en la Constitución, con la pena capital; el Poder Legislativo del Estado 
creyó ayer que ese delito podría castigarse con una pena que no fuera la de 
muerte, pero hoy esa Legislatura ve que es preciso porque se ha multiplicado 
el delito o por otra circunstancia que lo haga más grave, y cree que este delito, 
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repito, debe castigarse con la pena capital; entonces da una ley diciendo que 
la pena capital se aplicará no sólo a los que cometan ese delito desde hoy en 
adelante, sino a todos aquellos que estén procesados por ese delito. Viene el 
juez, y de acuerdo con esa ley impone la pena capital a los procesados me-
diante una sentencia definitiva; es esta sentencia la que ha venido a violar las 
garantías, porque ha dado efecto retroactivo a una ley que no estaba vigente 
en el momento en que el delito se cometió. ¿Qué se hace con ese delincuen-
te? Pues darle el recurso de amparo para que se libre de esa sentencia; se le 
podrá decir: los tribunales de los Estados son soberanos, las resoluciones que 
dicten son inatacables cuando no violan una garantía; cuando la violan están 
sujetos al pacto federal y, por consiguiente, la Suprema Corte de Justicia, al 
amparar contra esa sentencia por violaciones de las garantías, no ataca a la 
soberanía de los Estados; esto es incontrovertible. Otro caso para concluir 
esta parte de los juicios penales. Dice otra garantía del artículo 14, que es 
una garantía verdaderamente preciosa; dice el artículo 14: “Nadie podrá ser 
privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en 
el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme 
a las leyes expedidas con anterioridad al hecho”.

Como veis, hay en este párrafo dos garantías: es la primera, que está pro-
hibido imponer penas por simple analogía; es la segunda, que la ley debe ser 
exactamente aplicable al delito de que se trate. De manera que si en una 
sentencia o se aplica una pena por simple analogía o se aplica inexactamente 
la pena que establece la ley para un hecho que no es el de que se trata, la 
garantía está violada. Ejemplo: está castigado el robo; se considera como 
robo la extracción fraudulenta de una cosa ajena, mueble, contra la voluntad 
de su dueño. Va un individuo a una casa particular y en lugar de apoderarse 
del reloj va y lo hace pedazos; consignado aquel hombre que ha ejecutado la 
destrucción del reloj, el juez hace este raciocinio: si este hombre se hubiera 
robado el reloj, le habríamos aplicado, por ser robo en casas habitada, la 
pena de tres años de prisión; pero como no se lo robó, debemos decir que el 
hecho de haberlo destruido equivale a habérselo robado; luego le impone-
mos la pena de tres años de prisión. Debo advertir a ustedes que el delito que 
se hubiera cometido en este caso es el daño en propiedad ajena; pero este de-
lito se castiga con una pena mucho menor que el robo, de modo que el delito 
de robo queda castigado con una pena mucho mayor que el delito de daño en 
propiedad ajena. “Si este individuo, diría el juez, se hubiera robado el reloj, 
le habría impuesto tres años de prisión pero como no se lo robó, si no que lo 
destruyó, se le debe aplicar la pena de seis meses de prisión; mas como yo creo 
que lo que éste quería era robárselo, y que si no se lo robo fue porque no 
pudo, hay que imponerle la pena de tres años de prisión”. Aquí tienen ustedes 
un caso en que la pena esta aplicada por simple analogía. Procede el amparo 
en este casi indudablemente, y nadie diría que en juicio criminal no procede 
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el amparo porque se trata de una sentencia dada en última instancia por un 
tribunal del Estado; nadie podría invocar la soberanía de ese Estado para 
poder negar el amparo, no obstante que se trata de una sentencia pronuncia-
da por el Tribunal Superior de una Entidad federativa, soberanía en cuanto 
a su régimen interior. Voy a referirme a otro caso: (Una voz: ¡a votar! ¡A vo-
tar!) Es muy importante, es necesario que esto quede claro. Voy a referirles 
este caso, que es rigurosamente histórico, porque yo tuve conocimiento de él, 
porque vi el proceso; lo vi precisamente, porque se trataba de un caso verda-
deramente extraordinario, en el que se revelaba la estupidez absoluta del juez 
quien conoció del proceso. Un juez de un Estado recibió un día, consignados 
a tres individuos que habían llegado a una troje; llena de maíz en grano y ha-
bían hecho una horadación por la espalda de la troje; precisamente en los 
momentos en que acababan de hacer la horadación se presentó el mayordomo 
o administrador de la hacienda y aprehendió a aquellos individuos, remitién-
dolos con todo y burro al día siguiente a la autoridad política del lugar, la que 
los consignó al juez respectivo, refiriéndole que los había aprehendido ha-
ciendo una horadación a una troje. No hay necesidad, señores diputados, más 
que tener sentido común para ver que allí no había todavía un robo, sencilla-
mente no había robo porque no se habían apoderado de un solo grano de 
maíz, y el robo exige el apoderamiento de la cosa ajena sin voluntad de su 
dueño; de manera que todavía no estaban realizados los elementos constitu-
tivos del robo. Entonces el juez dice: “pues no hay robo; sí iban a robar esos 
hombres la troje”. Esta tenía cinco mil cargas de maíz; pues entonces dice: 
“como éstos acababan de hacer la horadación era la tentativa de robo de 
cinco mil cargas de maíz”. ¿Estaba la ley penal exactamente aplicada? In-
cuestionablemente que no; la ley estaba violada, y la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación concedió a aquellos desgraciados el amparo y sencillamente 
les aplicó la pena. Entonces volvieron los autos al tribunal que sí era compe-
tente y aplicaron a aquellos desgraciados la pena que les correspondía. Pues 
bien; nadie absolutamente puede decir que contra esa sentencia, que es una 
sentencia en juicio penal, no procede el recurso de amparo. Vamos a la mate-
ria civil. Voy a poner dos o tres casos para que perciban ustedes la necesidad 
que hay del juicio de amparo en materia civil. Dice la ley que no podrán ex-
pedirse leyes que tengan efectos retroactivos. Dice esta otra garantía: “Nadie 
podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades...” Pues bien, 
sin estar presente el individuo acude otro ante la justicia y pone demanda 
contra él sobre entrega de una casa ante el juez de Primera Instancia de Que-
rétaro: demanda Juan a Pedro la entrega de la casa número dos de la calle de 
Pasteur. Como sucede de ordinario cuando los litigantes no obran con la me-
jor buena fe, lo que sucede con demasiada frecuencia, le dice el juez deman-
dante: te participo que Pedro, contra quien tengo esa demanda, vive en tal 
casa y allí debes hacerle la notificación correspondiente; el juez recibe la de-
manda, manda que se notifique el correspondiente traslado; va el actuario y 
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notifica; el actuario, que está de acuerdo con el actor, porque los actuarios de 
ordinario son unos pillos que medraron durante el período de la dictadura, 
van y con toda docilidad manifiestan, notifican y dejan un instructivo en la 
casa que el actor ha designado. Como no está allí Pedro porque no vive allí, 
sino el dueño de la casa, resulta que el juicio se sigue sin que Pedro llegue a 
tener conocimiento de él; y un día se encuentra Pedro de buenas a primeras 
con que el juez de Primera Instancia mandó lanzarlo de la casa porque ha 
venido sentencia en contra de él. Entonces Pedro ve que no ha sido citado a 
juicio, que no se le dio conocimiento de la demanda, que no se le oyó en de-
fensa. ¿Qué sucede entonces? Hay esta garantía: que no se puede sentenciar 
sin oír a todas las partes esenciales del juicio; esto dice la garantía que vuestra 
soberanía ya ha aprobado, y esta garantía se viola en el presente caso porque 
han condenado a Pedro sin oírlo en juicio, lo han despojado de su propiedad; 
pues entonces viene el amparo, porque de otra manera esta garantía quedaría 
vulnerada. Otro caso hay. Una ley que prohíbe la retroventa. Precisamente, 
con motivo de todas las promesas de la revolución, se ha estado tratando, se 
ha estado estudiando el punto de prohibir toda la usura, todos aquellos con-
tratos gravosos, y uno de ellos es el de retroventa; porque no hay tal retroven-
ta, sino que hay un préstamo con pacto de retroventa, y debido a él se recibe 
la cosa y se deja arrendada en poder del mutuario, con el pacto de que pueda 
retrotraerla dentro de determinado tiempo. Pues bien; se da esta ley que será 
indudablemente benéfica para el pueblo mexicano. Se dice: “De hoy en ade-
lante queda prohibida la retroventa; todo contrato de retroventa que se haga 
en lo sucesivo será radicalmente nulo”. He aquí, señores, lo que sucederá in-
dudablemente, porque estoy seguro que la revolución dictará esta ley protec-
tora de las clases desvalidas, que es eminentemente represiva de toda esa co-
dicia de los agiotistas que por desgracia pululan en México. Pues bien, esta 
ley no puede aplicarse a los actos hechos hasta ahora, porque sería darle un 
efecto retroactivo; sin embargo viene el juez y dice: este acto es nulo. Haría 
un acto de justicia; pero el acto es enteramente ilegal porque es contra las 
disposiciones de la ley, porque daría efecto retroactivo a una ley, y es claro que 
aquí procede el amparo contra la sentencia dictada en ese juicio. Apelo al 
sentido común de todos los diputados para que digan si en estos casos no 
procede al amparo. Lo mismo debe suceder cuando en lugar de aplicar la ley 
se violan abiertamente los preceptos de la ley; lo mismo debe suceder cuando 
se hacen influir contra un tercero los actos en que no ha figurado como parte. 
En todos estos casos se trata de una sentencia dictada en un juicio civil que 
tiene que caer en virtud del amparo, porque de lo contrario las garantías se-
rían ilusorias. De manera que ya veis que no hay nada contra la soberanía de 
los Estados. Ahora veamos el otro argumento. Que los tribunales han sido 
corrompidos, que no hemos tenido Corte Suprema de Justicia que responda 
a todas las necesidades y exigencias de la justicia. La Suprema Corte de Justi-
cia, desde hace muchos años, no ha sido más que el instrumento del Poder, no 
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ha hecho justicia, sino que ha estado obedeciendo las sugestiones y mandatos 
del Poder. Pero ¿Qué porque la Suprema Corte de Justicia ha abusado, por-
que no ha correspondido al fin para el cual fue establecida, vamos a quitarle 
el amparo en materia Criminal y Civil? También el Poder Ejecutivo de la 
nación no ha correspondido; el Ejecutivo federal, lejos de ser una garantía de 
paz y concordia, lejos de hacer efectivas las garantías, en vez de respetar lo 
soberanía de los Estados, ha estado conculcando las garantías individuales, 
ha aplicado la ley fuga cuantas veces ha querido, ha derramado sangre por 
todas partes, ha privado de la libertad a millares de desgraciados y los ha te-
nido en las prisiones durante varios años; ha despojado a todos aquellos que, 
desgraciadamente codiciándoseles sus propiedades, no llegaban a satisfacer 
las exigencias de los poderosos; ¿Y qué, porque el Poder federal ha hecho 
todo eso vamos a quitar la Federación? ¿Vamos a quitar el Poder federal por-
que en tiempo de la dictadura de Huerta no se respetó la soberanía de los 
Estados, sino que se impusieron gobernadores, se impusieron diputados a las 
legislaturas, se impusieron jefes políticos y hasta porteros de las oficinas públi-
cas, vamos a acabar con la Federación? No, señores; vamos a hacer que la 
Federación sea un hecho; precisamente todos vuestros deseos tienden a que el 
Poder quede perfectamente organizado, enteramente unido; que sea un he-
cho la soberanía popular, que puedan existir por un lado la soberanía de los 
Estados y por otro la soberanía de la Federación; que puedan subsistir una y 
otra; que concurran las dos soberanías a verificar la felicidad y progreso del 
pueblo mexicano. Ahora bien; durante el tiempo que estuvo vigente la ley de 
amparo, éste procedía contra todos los actos del juicio; de manera que el juez 
en materia Civil y en materia Penal no podía dar un solo trámite sin que 
hubiera el amparo: esto era el abuso, y a evitar estos abusos tiende el proyec-
to de la Primera Jefatura. En verdad, señores, estoy completamente satisfe-
cho: de manera que hoy no volverá a haber esos amparos: no volverá la Fe-
deración a inmiscuirse en los trámites contra el Poder Judicial. Iñigo Noriega 
se burló de las sentencias de los tribunales debido a la influencia de los pode-
rosos para que no se le procesara y no recayera en su contra la sentencia defi-
nitiva. Ya no habrá esto, porque ya estará en lo sucesivo corregido el defecto. 
Esto lo dice clara y terminantemente el proyecto; de manera que este proyecto 
satisface todas las necesidades de la justicia y todas las exigencias del pueblo 
mexicano. Los tribunales de los Estados, en materia Civil y en materia Penal, 
tendrán libre toda su acción; se ha demostrado que en los juicios penales 
también, al pronunciarse la sentencia definitiva, tienen que ocurrir a la Su-
prema Corte de Justicia, y entonces vendrá ésta no a revisar los procedimien-
tos, como decía el señor diputado Medina, sino únicamente a ver si hay algún 
precepto constitucional violado, única cosa que le importa. Conforme a la ley 
de amparo antigua, la Suprema Corte tenía el derecho de recibir pruebas y 
abrir investigaciones, cosa que el proyecto del ciudadano Primer Jefe prohíbe 
terminantemente. Ahora voy a otro punto para contestar al señor diputado 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/0AMMFv

DR © 2017.  
Instituto de Investigaciones Jurídicas - UNAM



530 JOSÉ LUIS SOBERANES FERNÁNDEZ

Jara: (Voces: ¡No!) dos palabras nada más, porque esto podía haber venido a 
la imaginación de algunos diputados. Decía el ciudadano diputado Jara y el 
ciudadano Medina también, que se va a favorecer a los abogados de México, 
y agregaba el ciudadano Jara que los pobres irían a la capital. Es una de las 
ventajas que tiene el proyecto. Precisamente no exige esto, para evitar los 
gastos que tuvieran los litigantes de los Estados que fueran a México. El am-
paro se pedirá aquí, se remitirá directamente por correo el escrito, acompa-
ñándose una copia para que el juez vea cuál es la queja y cuáles son los defec-
tos que se atribuyen al acto reclamado. Y con la contestación que dé el juez 
se le dará a la otra parte para que conteste; y con esos dos escritos y con el que 
presente el procurador general de la República se resolverá. De manera que 
no se exige ni que los litigantes vayan a México, ni que ocupen abogados de 
México; bastará esta sencilla tramitación rápida para que la Suprema Corte 
de Justicia falle y conceda el amparo de la justicia federal cuando haya sido 
violada una de las garantías que otorga esta Constitución. Pero quiero supo-
ner la intervención de los abogados; ya no soy abogado, lo repito, y os diría: 
si les tenéis miedo en materia de amparos, prohibida esa intervención para 
evitar las especulaciones a los pobres. (Aplausos nutridos. Voces ¡A votar! ¡A 
votar!)

 Se continuó en la 56a. sesión de ese mismo día por la noche. Palavicini, 
con la imprudencia que le caracteriza, pidió que se votaran en conjunto, 
pero separadamente, los artículos 103 a 107. Por lo que hace a este último, el 
dictamen fue aprobado  por una aplastante mayoría de 139 votos en con-
tra de 4, que se supone serían a favor del voto particular (correspondientes, 
aparte de los dos proponentes del mismo, a los de Meza y Ramírez G.). 

Por último, diremos que el texto constitucional de 1917 tomó la estafeta 
que había dejado el Código de 1908, que en ocasiones empeoró, por ejem-
plo, al reducir la suplencia de la queja a la materia penal, ya que en 1908 
era a cualquier tipo de amparo (artículo 759). Sin embargo, en general se 
avanzó positivamente, se mejoró la redacción; pero, sobre todo, en materia 
de amparo, la creación del amparo directo resultó un avance muy positivo, 
junto con el carácter potestativo que se le dio al recurso de revisión, ya no 
forzoso, y la cuestión de responsabilidades de las autoridades responsables. 
También se estableció que el amparo indirecto en materia penal se pudiera 
interponer ante el superior del tribunal cuya resolución se impugnara por 
la vía de amparo, dado el escaso número de juzgados de distrito que en esa 
época había y las comunicaciones tan deficientes. De igual manera, se con-
servó la jurisdicción auxiliar de los juzgadores locales respecto a los jueces 
de distrito.
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